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Resol. Serie “B” N° 51
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veintitres días del mes de mayo de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Sebastián Diego Argibay, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 391/395 del Expte. Nº 18.771 – Año 2017 – Autos: “Gimenez Marcos A. y otros c/ Allalla Alberto s/ Sueldo Mes de Agosto/01, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y Eduardo José Ramón Llugdar. 

El  Sr. Vocal, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo:



Y Vistos:

Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto a ff. 396/399 contra la sentencia de la Excma Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación, del dos de febrero de dos mil dieciséis, cuya copia certificada obra a ff. 391/395.-----



Y Considerando:



I) Que el recurrente cuestionó la decisión del tribunal A-quo de confirmar el rechazo del recurso de revocatoria contra el decreto obrante a f 372, que disponía no hacer lugar a la solicitud de la actora de formular liquidación con cálculo de intereses moratorios.- 



II) Para así decidir y en lo que aquí interesa, el tribunal de segunda instancia, señaló que la sentencia de condena en la que se omitió fijar los intereses aplicables a los rubros procedentes, había quedado firme y consentida. Que la parte interesada no había articulado las vías procesales idóneas para subsanar dicha omisión.-- 



Concluyó también que una vez firme, se inicia el trámite de ejecución de sentencia, para lo cual la respectiva planilla de liquidación debía ser formulada de conformidad a las bases establecidas en dicha resolución (art. 199 CPL).-------------------------------------------



III) Contra dicho pronunciamiento el recurrente sostuvo que la decisión del tribunal de segunda instancia, omitió aplicar el art. 199 del CPL (Ley 7049), en el punto que dispone que al formularse la planilla de liquidación, se deberán aplicar las tasas e intereses compensatorios legales que correspondan conforme a los criterios obligatorios sustentados por esta Sala. En ese orden agrega que en dicha norma se encuentra solución al caso, por cuanto -afirma- no solo establece la obligatoriedad de los intereses hasta el efectivo pago sino que fija el modo como deben determinarse.----------------------------------



Por otro lado, alega que de lo dispuesto por el art. 768 del CCC resulta irrefutable la aplicación de los intereses.------------------------------------------------



Agrega asimismo que admitir la procedencia de los rubros pero rechazar la condena de intereses desde la intimación de pago, implica una seria contradicción, y que de ese modo el crédito de los accionantes se vería reducido a su mínima expresión si se tiene en cuenta la duración del proceso y la creciente inflación. -----------



IV) Cuestiona también que el tribunal de apelación haya dispuesto que los intereses a generarse, una vez que se hiciera lugar a la demanda, comiencen a computarse desde la fecha de la sentencia confirmatoria de aquella, en este caso, desde la dictada por este Alto Cuerpo al rechazar la casación deducida por el demandado.- 



En relación a ello sostiene, que de ese modo se arribaría a la injusta situación de que ante una sentencia que no fija intereses, la parte condenada se vería beneficiada con la deducción del recurso de casación, por cuanto con ello prorrogaría la fecha de aplicación de intereses hasta tanto recayera fallo de este Superior Tribunal.-------------------------------------------------



Remarca además en relación al precedente “Coronel c/ Ayuch”, que el mismo fue dictado por una integración distinta a la actual y previo a la sanción del Código Civil y Comercial, cuyo art. 768 invoca en apoyo a su postura.-----------------------------------------------



V) Planteados así los agravios, resulta necesario formular una descripción de las distintas actuaciones que dieron lugar a la sentencia que ahora se impugna.--------------------------------------------------



A ff. 219/222 el juez de conciliación y sentencia rechaza la demanda. Dicha sentencia es luego revocada por el tribunal de apelación quien al condenar al pago de los rubros reclamados, no condena el pago de intereses sobre el capital adeudado (ff 241/245).--------- 



Contra esta última, el demandado interpuso casación, la que le fue rechazada por este Alto Tribunal (ff. 356/365).--------------------------------------------



Firme el pronunciamiento de casación, la actora solicitó se practique liquidación y que, en razón de que la sentencia que hiciera lugar a la demanda, había omitido condenar el pago de intereses, se calculen los mismos a efecto de evitar perjuicio a los actores (f. 371).--------



A f. 372 el juez de la causa rechazó lo peticionado con fundamento en el art. 199 del CPL, argumentando que no cabía “reeditar cuestiones sentenciadas y firmes”.-----------------------------------



A fs. 373/375 la actora deduce recurso de revocatoria, el que es rechazado, concediéndole en consecuencia la apelación planteada en subsidio.----------



A ff. 391/395 el tribunal de apelación se pronuncia en contra de la pretensión recursiva, con los argumentos  transcriptos en el punto II de la presente.---



V) Descriptos así los antecedentes del caso, fundamentos de la sentencia impugnada y los agravios en que se funda la casación a estudio, cabe en primer término efectuar el examen de admisibilidad, en los términos del art. 181 del CPL.----------------------------------------- 



En esa tarea, y atento lo dispuesto por el Código Procesal Laboral, de aplicación a los procesos en curso al momento de su entrada en vigencia (art. 206, Ley 7049), corresponde en este estadío procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (art. 193, Ley 7049). --------------



Así, se advierte de las constancias de la causa que,  el recurso ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (cargo de Mesa de Entradas de ff. 399 y constancias de notificación personal obrante a fs. 395 vta)., y mediante escrito fundado, de acuerdo a los recaudos impuestos por el art. 186 del Código Procesal Laboral.--------------------------------------------------



Ahora bien, no obstante la resolución materia de casación no es sentencia definitiva (arts. 181 y 183 del CPL) por cuanto no termina el litigio ni hace imposible su continuación (art. 184 CPL) debe ser asimilada a ella.-----------------------------------------------------



En efecto, el pronunciamiento que se ataca debe asumir dicha condición en razón de que si bien la controversia surge en etapa de ejecución de sentencia y con motivo de la planilla de liquidación a confeccionarse a tal efecto, la cuestión se vincula directamente con el quantum del crédito de trabajador, en tanto reclama que en el monto a ejecutarse se incluyan los intereses que se han generado desde que cada rubro resultó exigible.-----------



El recurrente no plantea objeciones a la tasa de interés en sí, sino que puntualmente refuta la posición del tribunal A-quo sobre la improcedencia del cálculo de los mismos y que su liquidación importaría apartamiento de la sentencia de condena en tanto ésta no condenó a su pago.-----------------------------------------------------



Cuestiona además la vigencia del precedente “Coronel c/ Ayuch” de este Alto Cuerpo en que el tribunal de segunda instancia fundamentara su decisión.------------



En razón de ello, cabe ingresar de modo excepcional al análisis de las motivaciones de fondo del recurso traído a estudio.---------------------------------



VI)
El recurso debe prosperar.-----------------



VII)
En efecto, si bien este Alto Tribunal- en anterior integración- se ha pronunciado sobre la improcedencia de calcular intereses moratorios cuando en la sentencia definitiva la demandada no ha sido condenada a su pago (“Coronel c Ayuch”- Resolución Serie “B” Nº 409 del 12/12/08), entiendo que, a la luz de los principios propios del derecho del trabajo y de las facultades procesales que para su concreción tiene el juez laboral, dicho criterio merece ser revisado.-----------------------



Dentro de ese marco referencial, cabe señalar que la misión protectoria del derecho laboral, se plasma también en la necesidad de proteger los créditos de los trabajadores, de los perjuicios que sufren ante el incumplimiento del empleador. ----------------------------



Esa finalidad sirve de fundamento a las facultades que las leyes procesales otorgan a los jueces laborales para amparar los intereses co (derechos)de quien es sujeto de preferente tutela constitucional (art. 14 bis CN).------------------------------------------------------



La protección al trabajador, consiste también en la protección de su crédito, entre otros, frente a la mora injustificada del empleador de cumplir con su obligación, especialmente y por sobre todo debido a que ese incumplimiento se produce dentro del contexto de una economía variable e inestable, que perjudica en mayor medida a quien es la parte más débil (y por ello vulnerable) de la relación laboral.-----------------------



Así, no es posible soslayar la naturaleza alimentaria del crédito del trabajador, cualidad que coloca a dicha acreencia en un lugar de preferencia para su cobro, no sólo en cuanto al tiempo (art. 261 y cc, LCT y art. 268 y cc, LCT) sino en cuanto a su integralidad (art. 124 y cc, LCT), por ser, la remuneración, el único medio con el que cuenta el trabajador para subsistir.-----



La integralidad mencionada, se ve además amenazada por la mora del empleador, como se señalara,  en el contexto, en particular, de una economía con importantes índices de inflación, debido al cual, el medio de vida del trabajador, pierde sustancialmente valor y poder adquisitivo. En consecuencia, su finalidad alimentaria, también se desvanece. -----------------------



Es de señalarse que la importante función que cumple la retribución salarial trasciende las fronteras del derecho estrictamente patrimonial, en cuanto su limitación agravia la dignidad del individuo, al impedirle el goce pleno de los derechos que le aseguren un nivel de vida adecuado para su subsistencia y la de su grupo familiar. (art. XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y arts. 7 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y en ello radica el perjuicio que de por sí provoca el pago insuficiente, sin que se requiera para ello una demostración efectiva del daño.------------------



Tal es así que, el art. 276 de la LCT autorizaba la actualización de los créditos laborales hasta el efectivo pago; y reconocía a los jueces y a la autoridad administrativa la facultad de actualizar, ya sea de oficio o a petición del trabajador. Esa realidad que contemplaba la norma -derogada de modo indirecto por la ley de convertibilidad- no ha variado, esto es, su motivación se mantiene intacta. ----------------------------------------



Es por eso que, y en función del principio protectorio del derecho del trabajo, resulta viable considerar que, más allá de lo dispuesto expresamente por la norma antes citada, la facultad originariamente concedida a los jueces para mantener -proteger- el valor de los créditos laborales de los efectos de la inflación, no les ha sido quitada, tampoco prohibida.----------------



Por dicho motivo y teniendo en cuenta además la naturaleza alimentaria de esos créditos, la intervención directa de los jueces a tales efectos, no puede ser objetada, toda vez que el objetivo es preservar el valor real de las prestaciones que la sentencia ha puesto a cargo del empleador. -------------------------------------



VIII) Para poder ejercer los jueces la facultad y cumplir con el deber de acatar la manda constitucional que se desprende del art. 14 bis CN, los jueces laborales cuentan con herramientas procesales propias del proceso laboral, entre ellas, la facultad de fallar ultrapetita (no extrapetita).-----------------------------------------



En efecto, el art. 101 de la Ley de Procedimientos Laboral Provincial (Ley 7049) dispone expresamente que en las acciones deducidas, el juez o el tribunal podrá fallar “ultrapetita” respecto de los importes de los créditos que se adeuden, siempre que su existencia este legalmente comprobada, aunque no resultare justificado su monto.-------------------------------------



Ello conduce a concluir que las decisiones  de los magistrados en los procesos laborales respecto de los montos (quantum) de los créditos declarados procedentes, deben ser adoptadas teniendo como parámetro también esta facultad, que los diferencia, de otros procesos y que responde a la particularidad de los intereses en juego y de la situación de desigualdad de las partes.-------------



IX) Por otro lado es de señalarse que conforme el art. 99 del mismo cuerpo legal, son de aplicación a las sentencias dictadas en el proceso laboral, las disposiciones del art. 163, 164, 166, 167 y 169, a excepción del inciso 2, del Código Procesal Civil.-------- 



Dichos artículos refieren al contenido de las sentencias definitivas, sin que se establezca como requisito, que en dichos pronunciamientos se deba consignar el monto del crédito.---------------------------



En ese razonamiento, es de resaltar que si bien el art 168 del Código Procesal Civil  dispone que la sentencia deberá fijar el importe del crédito, dicho precepto normativo –a diferencia de los antes mencionados- no ha sido incorporado en el Código Procesal Laboral (CPL). Por tanto, la determinación de los montos de los créditos en el proceso laboral específicamente, puede ser diferida para la etapa de ejecución de sentencia.---------



En función de ello, el art. 199 del CPL, establece que la liquidación en etapa de ejecución de sentencia, deberá ser practicada conforme las bases que ella fije, bases que en esencia, consistirán en la procedencia de los rubros y en las pautas, como la de fecha de ingreso y egreso del trabajador, a efecto de posibilitar el cálculo del monto de la indemnización por antigüedad (art. 245 LCT), entre otros.-------------------



Del mismo modo, el mencionado precepto legal establece también las pautas a seguir por el contador del tribunal para calcular los intereses sobre el capital condenado, disponiendo que la liquidación deberá llevarse a cabo aplicando las tasas e intereses compensatorios legales que correspondan conforme los criterios de este Alto Tribunal.--------------------------------------------



Así, sobre la base de los rubros acogidos en la sentencia de fondo, el contador debe establecer los montos a percibir. Para ello deberá, no solo fijar el capital sino también, calcular los intereses conforme los parámetros, fijados legalmente.---------------------------



En este procedimiento, no se advierte vulneración al derecho de defensa, por cuanto, la ley procesal laboral lo resguarda, al  facultar a las partes a impugnar la planilla practicada por el Contador en tal oportunidad (2º párrafo, art. 199 CPL).-------------------



X) En esta línea de razonamiento, no debe dejarse de lado además que, el juez laboral en su sentencia, condena al pago de una cantidad  ilíquida correspondiente a los distintos rubros declarados procedentes y que, dicha cantidad se liquida al practicarse la planilla.----------------------------------



Se está así en presencia del supuesto de sentencia que condena al pago de cantidad ilíquida prevista en el art. 508 ss del CPCC (art. 1 CPL).---------



Dicho dispositivo establece que ella puede tener lugar “... siempre que de la sentencia se infiera el monto de la liquidación, aún cuando aquél no estuviese expresado numéricamente”. ------------------------------------------



Ello, sumado a lo dispuesto por el art. 199 del CPL, conduce a la inexistencia de impedimento para diferir el quantum de la deuda para el momento de la formulación de la planilla de liquidación. Esto, por cuanto la estimación o cuantificación no depende de factores subjetivos, en tanto  se trata de tarifas y fórmulas de cálculos previstas por el orden jurídicos, de modo  que no se haya sujeto el reclamo a la pura discrecionalidad judicial.-------------------------------------------------



Esta facultad de decidir sobre los intereses a aplicarse al capital, en definitiva, para fijar el monto del crédito más allá de lo pedido por la parte  actora, encuentra basamento también en el art. 174 del CPL que, de manera mucho más amplia autoriza al tribunal de segunda instancia a resolver sobre los intereses aun cuando no hubieran sido propuestos al juez de primera instancia.----



Es decir que, aun cuando no hubieran sido solicitados, pueden ser establecidos, en cuanto forman parte del monto –actualizado- del crédito cuya procedencia quedó firme.----------------------------------------------



En efecto, “el concepto de interés no se limita al pago del precio de la liquidez, sino que se extiende a otra situación, pues también constituye la indemnización que el deudor debe pagar por no cumplir en tiempo y forma la obligación de dar dinero (Ricardo Luis Lorenzetti, Código Civil y Comercial comentado, Editorial Rubinzal Culzoni, Edi 2015, Tomo V, arts. 724 a 1020, p. 133), este es, el interés moratorio.---------------------------------



En ese sentido, este Alto Cuerpo en el precedente “Bercellez de Zorichich Silvia Beatriz c/ Salas Carlos C. y otros s/ Daños y Perjuicios  Casación Civil” (S.T.J., sentencia de fecha 30/07/2015, Expte. Nº 17.876), sentó criterio en el sentido de establecer en concepto de interés moratorio una tasa de interés compuesta por la tasa pasiva promedio del Banco Central de la República Argentina más un 6% anual, con sustento en que a raíz de “la creciente desvalorización monetaria, la tasa pasiva no repara el daño que implica al acreedor no recibir su crédito en el tiempo oportuno, a la par que provoca un beneficio para el deudor moroso a quien le conviene elongar la litigiosidad en el tiempo, a los efectos de licuar su deuda como producto de la inflación” Agregó asimismo, que “...la tasa de interés moratorio debe ser suficientemente resarcitoria en la especificidad del retardo imputable que corresponde al cumplimiento de la obligación dineraria con la finalidad, entre otras, de no prolongar la ejecución de la condena indemnizatoria en detrimento del patrimonio de la persona damnificada” (fallos cit).---------------------------------------------



Asimismo, en el marco de nuestro sistema nominalista, la actualización directa se encuentra vedada, sin embargo se admite que la tasa de interés contenga escorias inflacionarias, para así paliar –por via indirecta– la pérdida del poder adquisitivo de la moneda (Conf. Ricardo Luis Lorenzetti, obra y p cit.). El fin de su aplicación consiste en definitiva, mediante la recomposición de la liquidación en el proceso laboral, mantener incólume el contenido económico de la sentencia, y en esa tarea el juez debe ajustar su decisión a la realidad económica que desde luego varía -unas veces más, otras menos- a lo largo del tiempo “Teniendo en cuenta los límites legales mencionados, la aplicación de una tasa de interés a los créditos laborales, si bien puede ser sólo una solución aproximada, es la única posible, y ha sido un criterio unánime receptado por los tribunales del trabajo, que la tasa a aplicar debe respetar al menos éstas dos pautas: que sea positiva, es decir que preserve siempre la integridad de los créditos laborales reclamados de naturaleza eminentemente alimentarios, y que no resulte inferior a la inflación” (Cambio de criterio para la liquidación de créditos laborales-Autor: Salvatierra, Claudia - Publicado en: LLNOA2008 (febrero), 17 - Fallo comentado: Cámara de Apelaciones del Trabajo de Tucumán, sala I (Ctrab.Tucuman)(Sala I) ~ 2007/09/04 ~ “Valdez, Irma Beatriz c. Trapasa S.A” - Cita Online: AR/DOC/4096/2007).----------------------------------------



Es decir que si el interés moratorio contiene también ese ingrediente inflacionario, que lo capta en función de la realidad del momento en el que debe ser aplicado, es esencialmente fluctuante, variable, no estanco.--------------------------------------------------

Mantener incólume el contenido de la decisión jurisdiccional importa preservar el valor quantum de las obligaciones. En efecto, se desprende del diccionario de la Real Academia Española que el término “incólume” significa que algo o alguien se encuentre sano, sin lesión ni menoscabo.---------------------------------------------



Es por ello que al momento de fijar la tasa de interés se tornaba imperioso el examen de la realidad económica, ya que los mecanismos de actualización (vía indirecta) constituyen arbitrios tendientes a obtener una ponderación objetiva de la realidad económica a partir de pautas de legítimo resarcimiento.------------------------- 



Si ello no opera así, el resultado se vuelve injusto objetivamente, en tanto la realidad económica debe prevalecer sobre las abstractas fórmulas matemáticas.-----



Señala Lorenzetti que los intereses cobran ribetes particulares en el marco de un sistema nominalista, al estar prohibida la actualización. Así desde comienzos de la convertibilidad, en el art. 8, segundo párrafo del decreto 529/91 se dispuso que “en oportunidad de determinar el monto de la condena en australes convertibles, el juez podrá indicar la tasa de interés  que regirá a partir del 1° de abril de 1991, de modo de mantener incólume el contenido económico de las sentencias” Se trata en definitiva de un mecanismo indirecto de actualización, aceptado, por cuanto la aplicación férrea del nominalismo de frente a la realidad denunciada deviene en injusta para el acreedor que ve lesionado su derecho de propiedad, situación que beneficia injustamente al deudor (STJ, “ROJAS DE MANSILLA  AZUCENA C/ AZA SANTIAGO LEOPOLDO Y/O RESPONSABLE - DIFERENCIA DE SUELDOS, ETC.- CASACION LABORAL”- Resolución Serie “B” Nº 172 del 14-12/17).----------------------------------------



En suma, los intereses moratorios, hacen al monto del crédito, a su cuantía, y su procedencia se verifica con la sola comprobación del crédito del trabajador y la mora del deudor.-------------------------- 



XII) En función de lo hasta aquí desarrollado cabe concluir que, si bien el trabajador omitió reclamar que la sentencia que hizo lugar a la demanda, no condenó al pago de intereses, su determinación en etapa de ejecución de sentencia, no importa violación al principio de congruencia ni a la cosa juzgada, en tanto el juez laboral en virtud del art. 101 de la Ley 7049 (CPL) se encuentra facultado a fallar ultra petita (más allá de lo pedido), siempre que la existencia del crédito haya sido legalmente comprobada.------------------------------------



Al dictarse la sentencia en la que se resolvió por la procedencia de los rubros reclamados, la determinación de los montos se difirió para la mencionada etapa. ---------------------------------------------------



Así, y habiendo admitido en la sentencia el rubro reclamado, y siendo que la cuantía del capital debe ser determinado en la etapa de ejecución (art. 199 CPL), también en dicha etapa corresponde el cálculo de los intereses, en tanto, al ser accesorios de aquél, integran su monto.-------------------------------------------------



Esta liquidación regulada en el art. 199 del CPL, en definitiva, viene a completar la decisión jurisdiccional, representando de esta manera, su complemento.----------------------------------------------



En razón de ello, la planilla de ejecución donde se determina el monto de la condena (capital más intereses), no se apartará de la cosa juzgada siempre y cuando, sea practicada dentro de los parámetros de la sentencia de condena. Esto es, sobre los rubros procedentes y con los lineamientos para su cálculo, por ejemplo, categoría profesional, fecha de ingreso del trabajador, entre otros.----------------------------------



Máxime cuando la pretensión principal y los hechos, han sido materia de debate, prueba y contralor de la parte demandada, respetándose el principio de igualdad entre las partes. En consecuencia, se garantizó y se hizo efectivo el debido proceso legal y la defensa en juicio.-- 



Dichas circunstancias justifican en este caso la "flexibilización" del principio de congruencia y de ese modo asegurar la tutela efectiva de los derechos del trabajador de conformidad a los principios que inspiran la legislación laboral, en especial al protectorio (conf. Ojeda Raúl Horacio (Coordinador), aporte de Seco Ricardo Francisco, en "Ley de Contrato de Trabajo. Comentada y Concordada", Tomo II, p. 345; segunda edición actualizada; edit. Rubinzal Culzoni 2011; De los Santos, Mabel Alicia: "El debido proceso ante los nuevos paradigmas", La Ley 2012-B,1062).---------------------------------------------



De dicho principio, se deriva también el de irrenunciabilidad (que lo diferencia del derecho civil), el que tampoco puede ser dejado de lado en el planteo bajo análisis, por cuanto, al formar el capital con los intereses (lo principal con lo accesorio) una unidad e integrar la indemnización reparativa, la condena a abonar el o los rubros reclamados, importa la condena por el total del quantum correspondiente a cada uno de ellos, sin que sea necesario una decisión expresa y puntual del juez respecto de los intereses moratorios, en tanto no puede presumirse que ha renunciado a parte del crédito cuya procedencia resulta indiscutible.-------------------------



En consecuencia, y dentro del marco específico del derecho laboral, cuyo principio medular es el protectorio -en el que juega también un rol fundamental el principio de irrenunciabilidad-, en tanto impregna las normas del derecho del trabajo tanto sustancial como procesal (art. 1, Ley 7049) y a la facultad conferida por el art. 101 de la ley procesal, considero que debe hacerse lugar a la aplicación de intereses sobre el monto de condena desde que cada obligación es debida (art. 137, LCT) y hasta su efectivo pago. ---------------------------



En razón de ello, el contador del tribunal de la causa, deberá practicar la planilla de liquidación respectiva, en conformidad con lo aquí resuelto y lo dispuesto por el art. 199 del CPL.------------------------



Atento lo aquí resuelto, deviene innecesario el tratamiento del agravio expuesto en el Considerando IV) de la presente.----------------------------------------------



XIII) Costas: atento que el modo como se resuelve la cuestión materia de análisis, importa un cambio en el criterio hasta ahora sostenido por este Tribunal, las costas, deberán ser soportadas por el orden causado, eximiéndose al actor (parte trabajadora) de su pago, conforme lo previsto en el art. 62 del CPL.---------



Por lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Voto por: I) HACER LUGAR al recurso de casación deducido a ff. 396/399  por la parte actora. En consecuencia II) REVOCAR la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación, cuya copia obra a ff. 391/395. En su mérito III) Disponer que los intereses moratorios de los rubros  declarados procedentes mediante sentencia de ff. 241/245 vta., sean calculados desde que cada uno de ellos es debido, en los términos del art. 137 de la LCT IV) Costas por su orden. Eximir al actor (parte trabajadora) de su pago, conforme lo previsto en el art. 62 del CPL.------------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo:
Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido.  



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero, veintitres de mayo año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) HACER LUGAR al recurso de casación deducido a ff. 396/399  por la parte actora. En consecuencia II) REVOCAR la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación, cuya copia obra a ff. 391/395. En su mérito III) Disponer que los intereses moratorios de los rubros  declarados procedentes mediante sentencia de ff. 241/245 vta., sean calculados desde que cada uno de ellos es debido, en los términos del art. 137 de la LCT IV) Costas por su orden. Eximir al actor (parte trabajadora) de su pago, conforme lo previsto en el art. 62 del CPL. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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